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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. (…)
A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015… en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción…
Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario. (…)
… si bien la Sala avala la decisión de la  a quo de amparar el derecho fundamental de petición del actor, no se puede extender la protección al de la seguridad social. Ello es así, por cuanto si bien se advierte que han trascurrido más de 5 meses desde que se radicó la documentación adicional requerida, sin ningún pronunciamiento de la entidad en torno de la solicitud de calificación del señor Castañeda Torres, la consecuencia del amparo no puede ser la valoración inmediata del paciente, pues como viene de verse necesario resulta que primero la entidad determine si requiere que el historial del paciente sea complementado en los términos referidos en su respuesta.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira,  de treinta de marzo de dos mil veinte
Acta N° 0         de 30 de marzo de 2020
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 4 de marzo de 2020 dentro de la acción de tutela que le promueve el señor OSCAR CASTAÑEDA TORRES.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa el señor Oscar Castañeda Torres que debido a diferentes patologías que le aquejan, el día 25 de septiembre del año 2019 solicitó a Colpensiones la calificación de pérdida de capacidad laboral, petición que en principio fue atendida por la entidad requiriéndole documentación adicional para continuar con el trámite.

Señala que el día 30 de octubre de 2010 completó su historial clínico; sin embargo la entidad no ha efectuado pronunciamiento alguno al respecto, omisión que estima afecta su derecho fundamental a la seguridad social, por lo que reclama su protección, amparo que estima se concreta con ordenar a Colpensiones que concluya el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a la entidad accionada por el término de tres (3) días para que se vinculara a la litis.
Colpensiones adujo en su defensa que en momento alguno ha puesto en riesgo el derecho fundamental de la seguridad social del actor dando a la solicitud del afiliado el trámite que legalmente corresponde, mismo que en la actualidad se encuentra en proceso de validación, a la espera de que el equipo médico determine la fecha de asignación de cita o si se requiere documentación adicional, definido lo cual se notificará al actor. 

Respecto al trámite de calificación, señaló de manera general que este se adelantará en aquellos casos en que el afiliado cuente con concepto de rehabilitación no favorable o que existiendo concepto favorable, haya trascurrido el término establecido en los parágrafos 2º y 5º del artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012.

Al margen de lo anterior, la entidad hace notar la improcedencia de la acción de tutela para solicitar la realización de la calificación de invalidez, pues estima que el tutelante tiene la vía administrativa y los medios ordinarios de defensa judicial para cumplir tal objetivo, al paso que evidencia que no se cumple el requisito de inmediatez, entendido este como la proximidad existente entre la ocurrencia de los hechos narrados y la supuesta vulneración de derechos fundamentales.

Llegado el día del fallo, el juzgado amparó los derechos fundamentales de petición y seguridad del señor Oscar Castañeda Torres al establecer que los términos previstos en el Decreto 1352 de 2013 para proferir y notificar el dictamen de pérdida de capacidad laboral fueron superados sin ninguna actuación de la entidad convocada a la litis, por esta razón ordenó a Colpensiones asignar cita para la valoración del actor.
Inconforme con la decisión, la entidad accionada la recurrió trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la acción, insistiendo en la improcedencia de la acción de tutela, pues considera que la cuestión planteada al juez de tutela corresponde resolverla a la justicia ordinaria, toda vez que no se dan los presupuestos de subsidiariedad e inmediatez que habiliten a la jurisdicción constitucional para conocer del asunto.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Vulnera Colpensiones los derechos fundamentales de la accionante al no emitir el dictamen de pérdida de capacidad laboral?

Antes de abordar la solución a los problemas jurídicos, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

2.   CASO CONCRETO

De acuerdo con el libelo inicial, el actor identifica como hecho constitutivo de la afectación de sus derechos fundamentales la omisión de Colpensiones de dar respuesta a la solicitud de calificación de la pérdida de capacidad laboral.
La entidad durante el trámite informó al juzgado de conocimiento que antes de la valoración del actor es necesario agotar la etapa de validación de la documentación aportada con el fin de verificar si requiere de una “historia clínica integral y actualizada, donde se indique estado funcional, sintomatología referida, dependencia o independencia en actividades de la vida diaria o actividades cotidianas, régimen de consumo de los medicamentos, percepción del trabajo sobre su condición médica y funcional”. Además, sostiene la entidad que debe contar con “suficiencia diagnóstica y la pertinencia de solicitar exámenes complementarios o interconsultas con otras especialidades”.

Revisada el requerimiento efectuado al actor mediante comunicación de fecha 16 de octubre de 2019 –fl. 9–, se observa que le fue solicitada la historia clínica completa y actualizada, la cual fue aportada en los términos solicitados por la entidad.

Lo anterior indica que de acuerdo con lo información dada por Colpensiones en este asunto, es sobre este instrumento que se encuentra haciendo las validaciones del caso, para verificar si requiere de conceptos médicos especializados, estudios o exámenes complementarios antes de proceder con la valoración del paciente.
En ese sentido entonces, si bien la Sala avala la decisión de la  a quo de amparar el derecho fundamental de petición del actor, no se puede extender la protección al de la seguridad social. Ello es así, por cuanto si bien se advierte que han trascurrido más de 5 meses desde que se radicó la documentación adicional requerida, sin ningún pronunciamiento de la entidad en torno de la solicitud de calificación del señor Castañeda Torres, la consecuencia del amparo no puede ser la valoración inmediata del paciente, pues como viene de verse necesario resulta que primero la entidad determine si requiere que el historial del paciente sea complementado en los términos referidos en su respuesta.
En ese sentido entonces, es claro que la orden que debe impartirse a la entidad es la definición del proceso de validación de la información en el que se encuentra la solicitud de calificación del accionante, misma que puede resultar en el requerimiento al actor o en la asignación de la cita para ser valorado. 

De acuerdo con lo expuesto los ordinales primero y segundo de la decisión de primer grado serán modificados para amparar únicamente el derecho fundamental de petición y como consecuencia de ello ordenar a COLPENSIONES través de Colpensiones, a través de la doctora ANA MARIA RUIZ MEJÍA, Directora de Medina Laboral de esa entidad, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que se le haga de este proveído proceda a comunicar al señor Castañeda Torres el resultado del proceso de validación de la información adelantado en torno a la solicitud de calificación efectuada por el 25 de septiembre de 2019.  Una vez surtido lo anterior la entidad, deberá dar estricto cumplimiento, sin dilación alguna, al trámite legalmente previsto en la legislación para llevar a cabo la calificación solicitada.
En virtud de lo dicho, la Sala de  Decisión  Laboral  No  3 del  Tribunal  Superior del  Distrito  Judicial  de  Pereira, administrando justicia en nombre del 

Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO.- MODFICIAR  los ordinales PRIMERO y SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el día 4 de marzo de 2020, los cuales quedarán así:

“PRIMERO.- TUTELAR  el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor OSCAR CASTAÑEDA TORRES.
SEGUNDO: ORDENAR a COLPENSIONES a través de la doctora ANA MARIA RUIZ MEJÍA, Directora de Medina Laboral de esa entidad, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que se le haga de este proveído proceda a comunicar al señor Castañeda Torres el resultado del proceso de validación de la información adelantado en torno a la solicitud de calificación efectuada por el 25 de septiembre de 2019.  Una vez surtido lo anterior la entidad, deberá dar estricto cumplimiento, sin dilación alguna, al trámite legalmente previsto en la legislación para llevar a cabo la calificación solicitada.”.
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.
TERCERO.- NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO.- REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada

ALEJANDRA MARÍA HENAO PALACIO
Magistrada
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